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EL DERECHO PACTICIO A EXAMEN*
María Blanco
Resumen: En el presente artículo se plantea una posible revisión de los Acuer-
dos entre el Estado español y las confesiones religiosas con base en el princi-
pio constitucional de laicidad del Estado. Laicidad que reclama per se la coo-
peración con las confesiones religiosas, según la interpretación hecha por el
Tribunal Constitucional y habida cuenta, talnbién, del reconocimiento explíci-
to del derecho de libertad religiosa del texto constitucional.
Sumario: 1. Introducción, 2. Una referencia al Derecho pacticio, 3. ¿Laicidad
versus cooperación?, 3.1. La doctrina de la STC de 2 de junio de 2004, 3.2.
Breves apuntes de la doctrina científica, 4. Vitalidad de las religiones.
1. INTRODUCCIÓN
Hace un cierto tiempo recibí una carta del Embajador de Espa-
ña ante la Santa Sede. Ésta, a su vez, era la amable respuesta al
envío que le hice de mi última monografía en la que quedan re-
flejados -sobre la base de abundante documentación inédita-lo
que fueron los preámbulos inmediatos de la llamada revisión del
Concordato y que llevó a cabo con plausible esfuerzo uno de sus
predecesores al frente de la Embajada: Antonio Garrigues.
El texto de la carta del actual Embajador ha afianzado consi-
derablemente mi interés sobre un tema que aparece con frecuen-
* Comunicación presentada en el Congreso Cambio cultural y cambio so-
cial. Pamplona, 9 al 11 de mayo de 2007.
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cia en los medios de comunicación: la revisión de los Acuerdos
Iglesias-Estado, cuestión que claramente se dibuja en el horizon-
te jurídico-político l .
En el planteamiento de esa posible revisión de los Acuerdos se
involucran, de una parte, el sentido propio de los principios consti-
tucionales en el tratamiento del factor religioso, y de otra, comple-
jas cuestiones de sociología religiosa o pólítica eclesiástica. Eviden-
temente, no se trata de hacer especulación política sino un análisis
jurídico: no propiamente especulativo sino de análisis técnic02 , muy
pegado al texto de la ley; y, en su caso, a la ya copiosajurispruden-
cia del Tribunal Constitucional, para pulsar este tema de gran actua-
lidad y que engarza con el planteamiento del Derecho pactici03 •
1. Cfr. LÓPEZ SIDRO, A., "La consideración de las creencias religiosas por
los poderes públicos: la referencia del artículo 16.3 de la Constitución", en
www.iustel.com.RGDCDEE. n° 8,junio 2005.
2. Precisamente, cuanto más se afina en las cuestiones técnicas, mayor re-
clamo y necesidad de acudir a los principios que inspiran la regulación norma-
tiva; de ahí la importancia de la hermenéutica jurídica. Se produce, en este sen-
tido, un efecto feedback, de modo que a mayor finura técnica mayor necesidad
de rigurosa fundamentación; pues de lo contrario, la vitalidad propia del Dere-
cho puede verse ahogada por su propia estructura.
3. Particularmente esclarecedor y sugerente me ha parecido el trabajo de la
Profesora Roca que afronta la cuestión desde el planteamiento de la doctrina
protestante y su plasmación en el derecho alemán. Además de la originalidad de
la propuesta destaca su dificultad; dificultad que la autora no esconde: "Una
monografía sobre la concepción protestante de las relaciones Iglesia-Estado, no
existe, ni tampoco una teoría del Estado protestante que considere una determi-
nada forma de Estado corno la única permitida desde el punto de vista teológi-
co. Es difícil unificar posiciones cuando se pretende pasar del terreno concreto
Uurídico-político) a las alturas de la fundamentación teológica en el ámbito pro-
testante. No hay propiamente en la eclesiología protestante una concepción ge-
neral de cuál sea la relación entre la Iglesia evangélica y el ámbito público (oo.).
"No obstante, parece que se admite entre la doctrina protestante con carácter
general que hasta 1918 la concepción del Estado de la Teología evangélica era
de una tendencia conservadora, 'nacional' y monárquica; esto era consecuen-
cia tanto de su dependencia de los señores territoriales como de una reacción
defensiva frente a los ataques anticristianos de la Ilustración" (ROCA, M. J.,
El momento presente exige, a mi entender, notable audacia y
sensibilidad jurídica. Y, difícilmente nos podríamos mover en
esos paránietros, si no consideramos el contexto en el que se desen-
vuelve nuestro actual Derecho Eclesiástico del Estado en las
valencias, querámoslo o no, de un mundo globalizado y de un De-
recho también cada vez más global y, eso es lo paradójico, al mis-
mo tiempo, altamente sensible a los derechos de las minorías y,
por tanto, a los derechos particulares o específicos.
La particularidad o especificidad a la que ahora me quiero re-
ferir es la propia del derecho de libertad religiosa. Esto es, la
atención que prestan los ordenamientos jurídicos a la regulación
de este derecho fundamental. En esta línea, a veces se deja ver un
antagonismo jurídico irreconciliable entre la vertiente personal e
institucional de la libertad religiosa como si la protección de una
fuera en detrimento o solapara la otra; partiendo de una lógica bi-
naria 4 que termina siendo, en la práctica, bipolar.
"Derecho pacticio y relevancia pública de las confesiones. La fundamenta-
ción de los acuerdos desde la perspectiva protestante", en www.iustel.com.
RGDCDEE, n° 11, mayo 2006). La autora apoya su exposición en la doctrina
sentada por los siguientes autores a los que se refiere expres~mente: ~A~~EN­
HAUSEN, A.V., "Wande1 des Staatsverhdltnisses aus evangehscher Slcht , en
Schriften der Hermann-Ehlers Akademie, 28, Kiel~ 1990, p. 7; HEC~:,L, M.,
"Das Verhdltnis van Kirche und Staat nach evangehschem Verstandms ,en J.
LISTL, D. PIRSON (Hrsg.), Handbuch des Staatskirchenrechts der Bundesrepu-
blik Deutschland, 1, 2.a ed. Berlin, 1994, pp. 176, 177 (nota 32), 178; HUBER,
W., Kirche und Ojentlichkeit, Stuttgart, 1978, p. 131; LISTL, J., Kirche imfr~i­
heitlichen Staat. Schriften zum Staatskirchenrecht und Krichenrecht, Il, Berlm,
1996, pp. 780-787; SCHLAICH, K., Der Oifentlichkeitsauftrag der Kirchen, en J.
LISTL, D. PIRSON (Hrsg.), Handbuch des Staatskirchenrechts der ~undesrepu­
blik Deutschland, vol. Il, 2: ed. Ber1in, 1995, pp. 131 Y ss. espeCIalmente, p.
138; STOLLEIS, M., "Aujlklarung und offentliches Recht", en H. DE WALL, M.
GERMANN (Hrsg.), Bilrgerliche Freiheit und Christliche Verantvortung. Fes-
tschriftftir Christoph Link zum 70. Geburtstag, Tübingen, 2003, pp. 851 Yss.
4. Cfr. BETTETINI, A., "Hacia una reconsideración de la naturaleza de los
concordatos a la luz de los principios de solidaridad y subsidiariedad", en "Los
concordatos: pasado y futuro" . Actas del Simposio Internacional de Derecho
concordatario. Almería 12-14 de noviembre de 2003, Granada 2004, p. 170.
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Ciertamente, en muchos casos se configura el factor religioso
como una realidad puramente extrínseca que, además, a partir de
la época moderna se entiende como un derecho de libertad del in-
dividuo que adquiere relevancia para los Estados democráticos
sólo en la medida en que alcanza una determinada influencia en
el ámbito público, hasta el extremo de que las religiones son re-
conocidas sólo en cuanto resulten conformes al derecho, prescin-
diendo de las tradiciones culturales subyacentes5 • "Por tanto, las
confesiones, en cuanto formaciones sociales en las que encuentra
desarrollo la personalidad individual, pueden entrar a formar par-
te de aquel circuito que en un ordenamiento pluralista y subsidia-
rio contribuye a formar la esfera pública de la comunidad y a de-
terminar la coexistencia de los intereses colectivos"6.
2. UNA REFERENCIA AL DERECHO PACTICIO
En nuestro país -marcado por una fuerte tradición concordata-
ria- los reflejos prácticos más evidentes han sido precisamente, ,
los concordatos o acuerdos firmados con la Santa Sede y, desde el
año 1992, los acuerdos firmados con la FEREDE, FCI y Cffi; aun-
que también a nivel autonómico nos encontramos con muy varia-
das manifestaciones7 •
Pues bien, siguiendo el planteamiento de la profesora Roca,
cabe hacerse la siguiente pregunta: "Si el Derecho pacticio no es
exclusivo de la Iglesia católica, ¿qué fundamentación teórica tiene
esta práctica en otras confesiones con larga experiencia de acuer-
dos con el Estado? (...).
"La conveniencia de acuerdos a nivel de Estado con las confe-
siones, viene más bien determinada por la relevancia pública de
5. Cfr. ibid., p. 171.
6. ¡bid., p. 173.
7. Cfr. OLMOS, Ma E., "La regulación del factor religioso en las Comunida-
des Autónomas españolas", Salamanca 1991.
éstas en un determinado Estado. ( ...) La cooperación mediante
acuerdos con las confesiones no católicas no se opone al princi-
pio de laicidad8 , ni requiere de una mención específica de rango
constitucional, ni de una normativa unilateral específica de rango
inferior que habilite para tales acuerdos"9.
No se trata de desgranar toda la evolución del tema en la doc-
trina alemana de corte protestante; me basta con señalar un dato:
los acuerdos de las confesiones protestantes con el Estado alemán
son el resultado, justamente, de la desvinculación de la religión de
Estado que pasa, previamente, por el reconocimiento del carácter
público de las iglesias. "A la pregunta de en qué se fundamenta la
obligatoriedad de lopactado en el seno de la Iglesia evangélica, la
respuesta de la doctrina es que los convenios eclesiásticos 'com-
pletan' una posición jurídica de las iglesias ya fundada en la Cons-
titución"lo.
Es decir, el Derecho pacticio viene a ser, en nuestra materia,
un modo más de acomodar el derecho a la vida. Un modo en el
que se plasma jurídicamente y de manera eficaz la acogida de la
diversidad, tan propia del mundo globalizado. Prueba de ello son
los numerosos y variados acuerdos ya establecidos y los que, pro-
bablemente, se establecerán.
8. La autora subraya que Llamazares entiende que la laicidad es incompa-
tible con las relaciones concordatarias, e incluso considera que la cooperación
en general (no sólo la concordataria) es "de muy difícil o imposible armoniza-
ción con la laicidad" (LLAMAZARES, D., "Proceso de secularización y relacio-
nes concordatarias", en Estado y Religión: proceso de secularización y laici-
dad. Homenaje a D. Fernando de los Ríos, Madrid, 2001, p. 235); y, sin
embargo, argumenta lo contrario Ollero (cfr. OLLERO, A., "España: ¿un Estado
laico? La libertad religiosa en perspectiva constitucional", Pamplona, 2005, p.
60 YROCA, M. J., "Teoría y práctica de la laicidad. Acerca de su contenido y su
función jurídica", en Persona y Derecho, 53 [2005], pp. 251-255). [ROCA, M.
J., "Derecho pacticio y relevancia pública de las confesiones. La fundamenta-
ción de los acuerdos desde la perspectiva protestante", en www: iustel.com,
RGDCDEE, n° 11, mayo 2006].
9. ¡bid., 10.
10. ¡bid.
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¿Cuáles son los reflejos constitucionales de cuanto venimos
hablando? A mi entender, basta referirse a 10 que establece el art.
16.3 de la Constitución que implica "el reconocimiento de la re-
ligión, no sólo como un ámbito recluido en la conciencia indivi-
dual, sino como un hecho social, colectivo y plural: es decir, la
toma en consideración de la realidad social como elemento vin-
culante para la actuación de los podere's públicos. Conocida esta
realidad social, los poderes públicos mantendrán las consiguien-
tes relaciones de cooperación. Frente a la inhibición, prevención
o el control de los grupos religiosos, característicos del laicismo
francés o del laicismo de la II República española, se establece la
obligación de los poderes públicos de cooperar con esas realida-
des sociales"ll. En consecuencia, la opción política y legislativa
(constitucional) que lleva a definir los términos de las relaciones
entre orden temporal y orden espiritual como relaciones de coo-
peración, o en una perspectiva pacticia no se circunscribe tan sólo
a un determinado documento, "sino que, presuponiéndolo, impli-
ca una acción dinámica de continua modificación"12 •
Paralelamente, y en el ámbito europeo también las iglesias y
organizaciones no confesionales pueden mantener relaciones con
instituciones de la Unión13 •
11. SOUTO, J. A., "La transición política en España y la cuestión religiosa",
en www:olir.it, noviembre 2005. Poco más adelante pone de relieve este mismo
autor que "el mandato constitucional español, que instaura la obligación de los
poderes públicos de cooperar con las 'creencias religiosas de la sociedad españo-
la', constituye una auténtica novedad en el derecho internacional y comparado".
12. BETTETINI, A., "Hacia una reconsideración de la naturaleza de los con-
cordatos a la luz de los principios de solidaridad y subsidiariedad" , p. 177.
13. Cfr; C. J. M., "El diálogo entre la Unión Europea y las iglesias y orga-
nizaciones no confesionales", en www: iustel.com,RGDCDEE, n° 6, septiem-
bre 2004. Particularmente expresivas son las siguientes palabras: "La libertad
religiosa aparece por tanto regulada en la Constitución Europea desde una
perspectiva preferentemente individual. Sin embargo, la ausencia de una men-
ción al régimen jurídico de los sujetos colectivos de esta libertad no es obstá-
culo para afirmar su importancia a nivel político, como lo demuestra el diálo-
go mantenido por la Unión con los mismos" (ibid.).
Se multiplican, los interlocutores, y se multiplican, por tanto,
los instrumentos de cooperación14. Se produce una especie de do-
nación jurídica consistente en emplear cada vez con más profu-
sión la vía pacticia para articular el sistema jurídico de las confe-
siones religiosas15 •
Ciertamente, la interpretación del texto constitucional ha gene-
rado durante los casi treinta años que lleva en vigor un importante
y constante debate. Sin embargo, 10 que parece indiscutido es que
"la laicidad se sitúa, dentro de ese entramado, entre la recepción
constitucional de derechos fundamentales y la regla de coopera-
ción con las confesiones". Más aún, "resulta conveniente salir al
paso -escribe Suárez Pertierra- de aquella acusación, situada en el
terreno político, que pretende identificar neutralidad con indife-
rencia axiológica, es decir, ausencia de valoración sobre 10 religio-
so con ausencia de valores. Si esto fuera así, que es posible, ya no
14. Con la agudeza que le caracteriza escribe Navarro Valls: "el sistema bi-
lateral de fuentes no sería una manifestación de un 'pluriconfesionalismo lai-
co' más o menos solapado: sería, simplemente, incorporar al notable censo de
centros generadores de derecho de la sociedad contemporánea -unos por enci-
ma del Estado (organizaciones internacionales, incluida la CEE) otros por de-
bajo (sindicatos, trusts, empresas, etc.)- también a las confesiones, en cuanto
compartiéndolo con el Estado" [NAvARRo-VALLS, R., "El principio de coopera-
ción y la laicidad del Estado", en MARTÍNEZ TORRÓN, J. (ed.), "Estado y reli-
gión en la Constitución Española y en la Constitución Europea" . Actas del Se-
minario de Profesores celebrado en la Facultad de Derecho de la Universidad
Complutense, Madrid, 14 de mayo de 2004, Granada 2006; p. 42].
15. En esta misma línea puede verse MARTÍN SÁNCHEZ, J. M., "La natura-
leza jurídica de los acuerdos mencionados en el artículo 7 de la Ley Orgánica
de Libertad Religiosa y su posición en el sistema de fuentes en el Derecho ecle-
siástico del Estado", en www:iustelcom,RGDCDEE, n° 7, enero 2005, donde
señala "el replanteamiento doctrinal de la antigua polémica, con profundas im-
plicaciones jurídicas y sobre todo políticas, sobre la conveniencia del recurso
al sistema separatista o al de cooperación como modelos de relaciones entre el
Estado y las confesiones". El autor remite a MARTÍNEZ-ToRRÓN, J., "Separatis-
mo y cooperación en los acuerdos con las minorías religiosas", Granada 1994,
pp. 37 Y ss.
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se estaría hablando, en mi opinión, de neutralidad. Las creencias
religiosas y las convicciones de los individuos no pueden dejar de
ser tenidas en cuenta por el Estado, son relevantes para la acción
pública y, por tanto, imparcialidad frente a las convicciones de los
ciudadanos por parte del Estado no quiere decir indiferencia"16 •
3. ¿LAICIDAD VERSUS COOPERACIÓN?
La aprobación de la Constitución en 1978 fue el resultado de
un proceso jurídico-político que constituye una de las páginas, a
mi juicio, más interesantes de la historia reciente de nuestro país.
Es sabido que en el último tercio del siglo XX, Ypor fuerza del
arraigado confesionalismo que se había impuesto en España, el
influjo y establecimiento de las confesiones religiosas distintas de
la Iglesia católica eran mínimos17 •
16. SUÁREZ PERTIERRA, G., "La laicidad en la Constitución española", en
MARTÍNEz TORRÓN, J. (ed.), "Estado y religión en la Constitución Española y
en la Constitución Europea", Actas del Sen'linario de Profesores celebrado en
la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, Madrid, 14 de mayo
de 2004, Granada 2006, p. 11-12.
En conexión con la neutralidad, coincido con Fomés cuando dice que "la
neutralidad del Estado consiste en apertura, en acogimiento igual, en trato pru-
dencial y potenciación equitativa y proporcionada de todas las iniciativas so-
ciales positivas que existen o surgen como consecuencia de la actuación libre
y responsable de los ciudadanos en la comunidad política. En definitiva, en tu-
tela y promoción de todos los derechos fundamentales" [FoRNÉs, J., Observa-
ciones a la ponencia de MARTÍNEZ TORRÓN, J., "Diez años después. Sugeren-
cias sobre una posible revisión de los Acuerdos de 1992 con las Federaciones
evangélica, israelita e islámica", en MANTECÓN, J. (coord.), Los acuerdos con
las confesiones minoritarias. Diez años de vigencia, Madrid 2003, p. 143].
17. Como escribe Tirapu: "No fueron razones de implantación o de influen-
cia de otras confesiones religiosas acatólicas, sino más bien una autoexigencia
del Régimen para adaptarse al principio de libertad religiosa proclamado en el
Vaticano JI" (TIRAPu, D., "Fuentes pacticias en España: experiencia constitucio-
nal y estado de la cuestión", en iustelcom, RGDCDEE, n° 8, junio 2005).
En la articulación jurídica de este proceso que se inicia con la
Constitución, la pieza clave es el arto 16. Artículo que ha tenido una
trascendencia práctica más que notable. Con él se pretende dar por
concluida la "cuestión religiosa" que tantos avatares había traído en
nuestro país. En efecto, se trata de un texto que ha dado lugar a im-
portantes pronunciamientos doctrinales porque contiene un modo
preciso de entender el factor religioso como factor social específico.
Precisamente, para articular el juego en clave estrictamente ju-
rídica y no política es necesario delimitar el contenido de la laici-
dad como concepto jurídico que establece una distinción de órdenes
-civil y religioso-lo cual trae consigo un discernimiento válido
que permite integrar socialmente, sin fisuras estructurales, a per-
sonas de otras áreas culturales. No cabe duda, por tanto, que la
laicidad "no puede descuidar su carácter limitado, de preservación
de unas reglas mínimas comunes, y abierto"18. Si, por el contra-
rio, y como ha ocurrido en concretas circunstancias o momentos
históricos, se solapa "como ideología alternativa, de la nota de
exclusividad -que atenaza las manifestaciones religiosas- se com-
prometen sus logros y se tiñe de sectarismo"19 •
Es de todos conocida la fuerza que ha tenido en el debate pú-
blico la cuestión axiológica, el espacio que debe reconocerse a las
creencias y sus manifestaciones externas; las fricciones y, en de-
terminados casos, el choque frontal, con el orden público de algu-
nos planteamientos religiosos cada vez más frecuentes como con-
secuencia del fenómeno migratorio. Pero, efectivamente, no cabe
duda de que una ponderada laicidad estatal-o, según otros, neu-
tralidad- armonizada con la cooperación y con el límite, necesa-
riamente, del orden público, puede dar lugar a una bien orquesta-
da convivencia multicultural y plurirreligiosa.
18. MARTÍ SÁNCHEZ, J.M., "El lugar de lo religioso en Europa (especial
atención a la escuela pública)", en www.iustel.com.RGDCDEE. n° 6, septiem-
bre 2004.
19. ¡bid.
166 MARÍA BLANCO LAlCIDAD DEL ESTADO Y COOPERACIÓN. EL DERECHO PACTICIO A EXAMEN 167
3.1. La doctrina de la STC de 2 de junio de 2004
Para delimitar todavía más cuanto se refiere a este precepto
constitucional (el art. 16.3), me sirvo de la argumentación que ha
llevado a cabo el Tribunal Constitucional en su sentencia de 2 de
junio de 2004; donde -al tiempo que rycopila la doctrina anterior
sobre la materia- distingue la dimensión objetiva y subjetiva del
derecho de libertad religiosa; y, dentro de esta última, la dimen-
sión interna y externa.
Por la fuerza y claridad argumentativa incluyo una parte del
fundamento jurídico segundo. En él puede leerse: "En su dimen-
sión objetiva, la libertad religiosa comporta una doble exigencia,
a que se refiere el arto 16.3 CE: primero, la de neutralidad de los
poderes públicos, ínsita en la aconfesionalidad del Estado; segun-
do, el mantenimiento de relaciones de cooperación de los poderes
públicos con las diversas iglesias. En este sentido, ya dijimos en
la STC 46/2001, de 15 de febrero, FI 4, que 'el art. 16.3 de la
Constitución, tras formular una declaración de neutralidad con-,
sidera el componente religioso perceptible en la sociedad española
y ordena a los poderes públicos mantener, las consiguientes rela-
ciones de cooperación con la Iglesia Católica y las demás confe-
siones, introduciendo de este modo una idea de aconfesionalidad
o laicidad positiva que, 'veda cualquier tipo de confusión entre
funciones religiosas y estatales' .
"En cuanto derecho subjetivo, la libertad religiosa tiene una
doble dimensión, interna y externa. Así, según dijimos en la STC
177/1996, de 11 de noviembre, FI 9, la libertad religiosa 'garan-
tiza la existencia de un claustro íntimo de creencias y, por tanto,
un espacio de autodeterminación intelectual ante el fenómeno re-
ligioso, vinculado a la propia personalidad y dignidad indivi-
dual', y asimismo, junto a esta dimensión interna, esta libertad...
incluye también una dimensión externa de agere licere que facul-
ta a los ciudadanos para actuar con arreglo a sus propias convic-
ciones y mantenerlas frente a terceros' . Este reconocimiento de
un ámbito de libertad y de una esfera de agere licere lo es 'con
plena inmunidad de coacción del Estado o de cualesquiera grupos
sociales' y se complementa, en su dimensión negativa, por la
prescripción del art. 16.2 CE de que nadie podrá ser obligado a
declarar sobre su ideología, religión o creencias.
"La dimensión externa de la libertad religiosa se traduce, ade-
más, 'en la posibilidad de ejercicio, inmune a toda coacción de
los poderes públicos, de aquellas actividades que constituyen ma-
nifestaciones o expresiones del fenómeno religioso' , tales como
las que se relacionan en el art. 2.1 de la Ley Orgánica 7/1980, de
libertad religiosa, relativas, entre otros particulares, a los actos de
culto, enseñanza religiosa, reunión o manifestación pública con
fines religiosos, y asociación para el desarrollo comunitario de
este tipo de actividades"20.
3.2. Breves apuntes de la doctrina científica
Si ésta es la postura del Tribunal Constitucional, la doctrina
científica como ya he apuntado también es abundante en esta ma-
teria. Souto, ha escrito unas palabras que, de alguna manera, sin-
tetizan cuanto venimos diciendo. "La separación Iglesia-Estado
no debe identificarse con actitudes laicistas o antirreligiosas por
parte del Estado. El vaciamiento de creencias religiosas de los
contenidos ideológicos y axiológicos de la comunidad política no
implica su sustitución por otros de contenido opuesto"21.
Mérito del constituyente ha sido armonizar sin estridencias ju-
rídicas una estricta distinción entre Estado e iglesias; y al mismo
tiempo, una no menos exigente cooperación de los poderes públi-
cos con las confesiones religiosas. Mandato de cooperación que,
20. BüE de 23 de junio de 2004; Ref. Iustel, §105106.
21. SOUTO, L. A., "La transición política en España y la cuestión religiosa",
en www.olir.it. noviembre 2005.
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entre otras cosas, se tradujo en la legislación interna por medio
del artículo 7 de la LOLR.
En esa línea de vertebración jurídica del sistema de Derecho
Eclesiástico español, es preciso poner de relieve que al incorpo-
rar a la laicidad el criterio constitucional de la cooperación se está
pautando la actuación de los poderes públicos en sus relaciones
con las organizaciones confesionales. '
Este planteamiento, además, resulta plenamente adecuado al
contexto socio-cultural y jurídico europeo. Es más, gran parte de
los Estados miembros de la Unión Europea vienen aplicando mo-
delos de cooperación con las iglesias22 ; pero esto no es tan sólo un
"método" para medir judicialmente el alcance de la colaboración
entre el Estado y las confesiones religiosas sino, propiamente,
"una perspectiva que permite captar y graduar la intensidad de di-
cha cooperación, en función de los criterios políticos del momen-
to. Siempre, claro está, que esos criterios políticos, abusivamen-
te, no desvirtúen de tal modo la cooperación que la conviertan en
indiferencia. O por decirlo con otras palabras: que transmuten las
relaciones entre el Estado y las Iglesias en las propias de entes
que actúan entre sí como 'mónadas sin ventanas' (Sahel)"23.
22. Como señala Martínez-Torrón, "si se advierte que la mayoría de los Es-
tados miembros de la DE se rigen por modelos de cooperación con las iglesias
-y que incluso Francia, pese a su sistema teóricamente separatista y laicista,
ofrece notables muestras de cooperación, también económica, con el hecho re-
ligioso- no resulta difícil detectar, también aquí, una sintonía entre la Consti-
tución Española y la Constitución Europea. Conclusión que es reforzada por la
referencia de esta última al reconocimiento de la 'identidad y aportación espe-
cífica' de las iglesias, y la necesidad de mantener un 'diálogo abierto, transpa-
rente y regular' con ellas (art. 1-52.3)" (MARTÍNEZ TORRÓN, J. [ed.J, "Estado y
religión en la Constitución Española y en la Constitución Europea", Actas del
Sen'linario de Profesores celebrado en la Facultad de Derecho de la Universi-
dad Complutense, Madrid, 14 de mayo de 2004, Granada 2006, p. XI).
23. NAVARRO-VALLS, R., "El principio de cooperaCión y la laicidad del Es-
tado", en MARTÍNEZ TORRÓN, J. (ed.), "Estado y religión en la Constitución Es-
pañola y en la Constitución Europea", Actas del Sen'linario de Profesores ce-
En línea de principio, esta cooperación se mueve en las coor-
denadas de la libertad, concretamente de la libertad religiosa; de
ahí la necesidad de "redescubrir la verdadera laicidad e instar a
los Estados a que 'corran el peligro de la libertad' en sus relacio-
nes con las Iglesias. Por lo menos en la misma medida que las
Iglesias han sabido, frente a los Estados, correr idéntico riesgo.
Pero, sobre todo, debe elaborarse una noción de tolerancia para
que no sea intolerable la acción de los ciudadanos con conviccio-
nes. Se trataría de que la famosa expresión de Pilatos en su diálogo
con Jesús -'¿qué es la verdad?'- no sea un punto y aparte, sino
seguido. No el final de la cuestión sino -como observa Neuhaus-
'el principio' "24.
Esta cooperación comporta la adaptabilidad de las normas del
Estado a las normas de las confesiones religiosas pero exige, de
suyo, la adaptación de las normas confesionales a los principios
esenciales del Estado democrático de Derecho; esto es, junto a los
principios constitucionales, los principios que están en la base de
la construcción jurídica de nuestro ordenamiento, como los que
integran el orden públic025 .
Pero, como señalaba anteriormente, nuestro Tribunal Constitu-
cional ha interpretado de manera precisa los parámetros doctrina-
les de la cooperación sobre la base de una separación (Estado-
iglesias) sustentada sobre una laicidad positiva26 •
"El Tribunal Constitucional introduce -son palabras de Suárez
Pertierra- en el concepto de laicidad un enfoque nuevo cuando se
lebrado en la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, Madrid,
14 de mayo de 2004, Granada 2006, p. 35.
24. ¡bid., p. 39.
25. Cfr. MARTÍNEZ TORRÓN, J., "Diez años después. Sugerencias sobre una
posible revisión de los Acuerdos de 1992 con las Federaciones evangélica, ~s­
raelita e islámica" , en MANTECÓN, J. (coord.), Los acuerdos con las confesIO-
nes minoritarias. Diez años de vigencia, Madrid 2003, p. 93.
26. Vid., por ejemplo: STC 15 de febrero de 2001 (FJ 4); STC 4 de junio
de 2001 (FJ 2); YSTC 2 de junio de 2004 (FJ 3).
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refiere a su carácter positivo. No se trata propiamente de un ele-
mento nuevo, sino de un criterio que acredita el sentido evolutivo
de la laicidad (...).
"¿Quiere decirse con esto que el Estado deja de ser neutral so-
bre la base de incorporar una actitud positiva (laicidad 'positiva')
hacia las creencias religiosas de los ciudadanos? La respuesta ha de
ser palmariamente negativa. No es posible tal actitud, según la pro-
pia doctrina constitucional; porque la neutraÍidad es una exigencia
del pluralismo y marco· de ejercicio de los derechos fundamentales.
Siempre que el Tribunal se refiere a la laicidad positiva lo hace
reafirmando la exigencia de neutralidad en el comportamiento de
los poderes públicos. La expresión tiene más bien un doble obje-
tivo: alejar del laicismo militante del Estado y permitir la incor-
poración de la idea de cooperación al concepto de laicidad (...).
"Al formular esta doctrina, el Alto Tribunal está incorporando
a la laicidad el elemento de la cooperación"27.
Gran parte del caballo de batalla de todo este tema está en la
consideración del aspecto relativo a la autonomía y libertad de or-
27; SUÁREZ ~ERTIERRA, G., "La laicidad en la Constitución española", en
MARTINEZ TORRaN, J. (ed.), "Estado y religión en la Constitución Española y
en la Constitución Europea", Actas del Seminario de Profesores celebrado en
la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, Madrid, 14 de mayo
de 2004, Granada 2006, pp. 26-27. El autor considera que el núcleo de la cues-
tión se centra en lo que alguna doctrina llama "el renacer de la laicidad" a raíz
del. uso del término laicita desde 1989 por la Corte Costituzionale italiana; y se
refIere a NAVARRO-VALLS, R., PALOMINO, R., Estado y religión. Textos para una
reflexión crítica, Barcelona, 2003, pp. 418 ss. ya su anterior estudio "La recu-
peración del modelo constitucional. La cuestión religiosa a los veinti~inco años
de la Constitución", en Laicidad y libertades. Escritos jurídicos, 2 (2002) 313
ss. Por lo que se refiere a la jurisprudencia alude a las sentencias de la Corte
Costituzionale n. 203 (1989; n. 259 (1990); n. 13 (1991); n. 195 (1993); n. 421
(1993); n. 149 (1995); n. 440 (1995); n. 334 (1996); n: 329 (1997); n. 508
(2000); ~'. 3~9. (200 1); n. 327 (2002). Sus textos en http://www.giuriscos-
torg/declslOm/mdex.html. y a las sentencias del Tribunal Constitucional de
España: STC 12812001, de 4 de junio; STC15412002, de 18 de julio; STC
10112004, de 2 de junio.
ganización de las confesiones religiosas28 y en delimitar adecua-
damente lo que podríamos llamar "espacio público"; lo que se
traduce, en fijar "lo que hay de razonable en la pretensión de tras-
cendencia pública del factor religioso. Espacio público gestiona-
do -no absorbido- por la organización política"29.
En efecto, no es contrario a la razón que las confesiones reli-
giosas pretendan no quedar recluidas en el ámbito de la privaci-
dad30 , precisamente, por una apropiación indebida que a ellas, y
sólo a ellas -no al Estado- pertenece.
28. Con un tono muy propio del contexto cultural de donde procede Cole
Durham escribe: "Dar la bienvenida a la religión mientras encaje dentro del
genuino régimen de la libertad religiosa. Esto es, el resurgimiento de la reli-
gión, tanto en lo público como en lo privado, no es problemático y, de hecho,
tiene un valor positivo para la sociedad en la medida en que los grupos religio-
sos están deseando vivir dentro de un marco general comprometido con el res-
peto de la dignidad humana y la protección de la libertad religiosa, de los prin-
cipios generalmente admitidos del orden constitucional, la democracia y el
imperio de la ley" [CaLE DURHAM, W.JR., "La importancia de la experiencia
española en las relaciones Iglesia-Estado", en MARTÍNEZ TORRóN, J. (ed.),
"Estado y religión en la Constitución Española y en la Constitución Euro-
pea", Actas del Seminario de Profesores celebrado en la Facultad de Derecho
de la Universidad Complutense, Madrid, 14 de mayo de 2004, Granada 2006,
p.65].
29. MARTÍ SÁNCHEZ, 1. M., "El lugar de lo religioso en Europa (especial
atención a la escuela pública)", en www: iustel.com, RGDCDEE, n° 6, sep-
tiembre 2004.
30. En este sentido, ha escrito Mirabelli: "En los documentos que hacen re-
ferencia a derechos fundamentales de la persona, la libertad religiosa está to-
mada en consideración en su aspecto individual y colectivo. Permanece en
sombra, pero no ausente, el aspecto institucional. La jurisprudencia de la Corte
europea de Derechos del hombre ha afirmado muchas veces la necesidad de
garantizar en el ámbito de la libertad religiosa, las Iglesias y las comunidades
religiosas. La autonomía de las Iglesias, la prohibición de límites injustificados
o discriminatorios, el reconocimiento del estatus que le es propio, la autonomía
y la libertad de organización y de gestión, su derecho a ser oídas sobre cuestio-
nes que les afecten, constituye una garantía necesaria también para el disfrute de
la libertad religiosa individual. La ausencia de garantía de libertad y autonomía
para las Iglesias incide indirectamente sobre la misma libertad de sus miem-
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Por otra parte, en el mundo globalizado en el que vivimos,
marcado por la multiculturalidad y, obviamente, por la pluralidad
de creencias y convicciones, es evidente que sólo una interpreta-
ción cerrada sobre sí misma y desvinculada de una fundamenta-
ción axiológica puede organizar la convivencia social prescin-
diendo de la libre manifestación de las propias creencias, también
religiosas3 ! . ,
En síntesis, por lo que se refiere al principio de laicidad, parece
claro que tiene un contenido eminentemente positivo y no belige-
rante o excluyente de las manifestaciones propias de las religio-
nes32 • Se trata, en última instancia, de no desvincular las religio-
bros" [~IRA.B/ELLI,C., "El elemento religioso y la condición de las iglesias en
la ConSt1.tucl.~nEuro~ea",en MARTÍNEZ TORRÓN, J. (ed.), Estado y religión en
la ConstltuclOn Espanola y en la Constitución Europea", Actas del Seminario
de Profesor~s celebrado en la Facultad de Derecho de la Universidad Complu-
tense, Madrzd, 14 de mayo de 2004, Granada 2006, p. 95].
31. Cfr. L~PE~ SIDRO, A., "La .consideración de las creencias religiosas por
los poderes pubhcos: la referencIa del artículo 16.3 de la Constitución" en
www: iuste1.com,RGDCDEE, n° 8,junio 2005. '
32. Ya en el año 1985 escribía Cubillas que "la aconfesionalidad del Esta-
~o se mat~za c~n una valoración positiva del fenómeno religioso por parte de
es~e, conslderandolo como un 'hecho social' que posibilita el ejercicio real y
efIcaz del derecho de libertad religiosa, arbitrando, respecto a las relaciones
Est~~o-Confes~ones religiosas, la obligación de utilizar la técnica de la coope-
ra~lOn en las rmsmas como medio de hacer efectiva dicha libertad (...). En cual-
qmer caso, l~ coo~eración así entendida, tiene la función de limitar el principio
de no confeslOnahdad del Estado, adjetivando, asimismo, el tipo de relaciones
que han de mantenerse, sin prejuzgar el instrumento técnico-jurídico de con-
creción de la misma" (El autor remite a: ALONSO DE ANTONIO, J. A., "El dere-
cho a la libertad religiosa en la Constitución de 1978: art. 16", en Revista de la
Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, n. 2 (Madrid, 1979), p.
255; LLAMA~AR~~, D.-S~ÁREz PERTIERRA, G., "El fenómeno religioso en la
nueva ConstltuclOn espanola. Bases de su tratamiento jurídico", en Revista de
la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, n° 61 [1980], pp. 17
Y31) [CUBILLAS, L. M., "El sistema matrimonial español y la cláusula de ajus-
te al derecho del Estado: Técnicas jurídicas y factores determinantes" Vallado-
lid 1985, p.l66]. '
nes del tejido social; eso sí, manteniendo siempre la cláusula de
orden público. Si bien, como decíamos anteriormente, junto a la
laicidad, la cooperación es el principio reinterpretado por la doc-
trina científica yen el que se recala, obviamente, cuando se cues-
tionan los acuerdos y su eficacia.
4. VITALIDAD DE LAS RELIGIONES
Del análisis de la realidad jurídica y social del siglo XXI se de-
duce una conclusión que no cabe obviar; y es una indiscutida vi-
talidad de las religiones institucionales en el ámbito social.
En efecto, la pluralidad de acuerdos y pactos a todos los nive-
les entre autoridades civiles y religiosas pone de relieve que,
efectivamente, el fenómeno de expansión de las libertades públi-
cas no ha llevado a eclipsar o postergar las religiones. Todo 10
contrario, la globalización de la libertad condujo en un primer
momento a las grandes declaraciones de derechos y, después, a
específicos instrumentos de Derecho pacticio también con los
grupos de origen o configuración religiosa.
Pues bien, el derecho de génesis y contenido pacticio se ge-
nera en todos los niveles porque el Estado ya no se configura, ni
se presenta, como algo absoluto sino que en la vida social cuen-
ta, fundamentalmente, la mayoría pero empiezan a abrirse paso,
las minorías33 • En este proceso, las respuestas a la relación Esta-
33. En este sentido ha escrito Vázquez García-Peñuela que "por lo que res-
pecta a las confesiones, iglesias o comunidades religiosas inscritas pero que ca-
recen de acuerdo, es obvio que cualquier pacto que suscriban necesariamente
será un simple convenio, pues no tienen acuerdo que ejecutar. En el conjunto
de normas de Derecho eclesiástico español, no hay más, si no me equivoco,
que un ejemplo de simple convenio suscrito por confesión sin acuerdo. Es el
caso del contenido en la Orden de 19 de junio de 1984 sobre incorporación de
las enseñanzas de formación religiosa de la Iglesia de Jesucristo de los Santos
de los Últimos Días en Bachillerato Y Formación Profesional" [VÁZQUEZ GAR-
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do-religión que han dado las distintas soluciones históricas han
sido muy diferentes34 . Pero en cualquier caso, parece claro que
en el Estado hay un mínimo no manipulable35 y, precisamente,
dentro de ese mínimo no manipulable está, a mi juicio, el factor
religioso entendido como factor social específico. En este senti-
do, la competencia del Estado "aparece cuando el fenómeno re-
ligioso da lugar a relaciones jurídicas que, o son propias de la
comunidad política o civil -v. gr., relaciones de propiedad-, o
tienen relevancia en ella . No es, pues, una competencia religio-
sa la propia del Estado, sino una competencia política o civil. De
ahí que el Derecho eclesiástico no tenga por objeto el fenómeno
religioso en sí, sino la proyección civil de lo religioso (oo.). [Por
esto ,] la primera y más importante manifestación resulta ser la
libertad religiosa, esto es, la inmunidad de coacción que a todo
hombre corresponde en materia religiosa, cuya defensa y ga-
rantía es función del Estado (aunque no sea función exclusiva
suya)"36 y, después de la libertad religiosa, otras relaciones como
CÍA-PEÑUELA, J. M., "El futuro de los acuerdos y otros ámbitos de cooperación
entre el Estado y las confesiones", en Los acuerdos con las confesiones mino-
ritarias. Diez años de vigencia, Madrid 2003, p. 178].
34. Entre ellas, hay que referirse, sin lugar a dudas a "la tentación de la
identificación, y con ello la tentación de la absolutización religiosa del Estado"
con las precisas manifestaciones que la historia se ha encargado de desvelar.
Pero indudablemente, también se encuentran "modelos de una relación positi-
va entre el conocimiento moral fundado religiosamente y el orden político. Se
podría incluso decir que en las grandes formaciones religiosas y políticas se
muestra un consenso fundamental sobre importantes elementos del bien moral
que remite a una racionalidad común" [RATZINGER, J., "La significación de los
valores religiosos y morales en una sociedad pluralista" (traducido del alemán
por Felipe Hernández), en Communio, julio-agosto (1993), pp. 343-355, en
NAVARRO VALLS, R., PALOMINO, R., Estado y Religión, Textos una reflexión crí-
tica, Barcelona 2000, pp. 268-269].
35. ¡bid.
36. HERVADA, J., "Bases criticas para la construcción de la ciencia del De-
recho eclesiástico", en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado (1987), pp. 32
s. Vid. ID., Los eclesiasticistas ante un espectador, Pamplona 1993, pp. 59-92.
las patrimoniales, la libertad de enseñanza o el matrimonio, por
ejemplo. .
Una forma ágil, concreta y hasta hoy eficaz, de garantIzar la
autenticidad y pluralidad del factor religioso ha sido, precisam~n­
te la elaboración de convenios, acuerdos, pactos o, en sentIdo
, ..
más amplio, lo que hemos venido llamando derecho pactlclo.
